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1. La aplicación del principio de convencionalidad y  el control judicial 
de convencionalidad
L os derechos económ icos, sociales y  cu ltura les (D E SC ) son los derechos 
hum anos socioeconóm icos, que con  esa  denom inación  se enum eran  en  la  D e­
c laración  U n iversa l de los D erechos H um anos de 1948 (D U D H ) y  se desarro ­
lla  su pro tección  en el Pacto  In ternacional de D erechos E conóm icos, Sociales y  
C u ltu ra les (P ID E S C ) de 1966 y  el P ro toco lo  F acu lta tivo  de 2013. E stos dere ­
chos tan  básicos para  la d ign idad  hum ana, son, en tre  otros, el derecho  a  la 
educación , el derecho  a  la a lim entación , el derecho  a  la  v iv ienda, el derecho  a  la 
salud, el derecho  al agua po tab le y  al saneam iento , al m edio  am biente, al trab a ­
jo ,  a  la  seguridad  social, etc. L a  C onvención  A m ericana  de D erechos H um anos 
o P acto  de San José de C osta  R ica los con tem pla  en  el art. 26 y  su aplicación  
debe in terp re tarse  a  la luz del art. 29 de la m ism a y  el P ro toco lo  de San S alva­
do r re ferido  a  su justic iab ilidad . Son derechos p e rso n a lism o s  y  tam bién  están  
enunciados en  Pactos y  C onvenciones que en  la  A rgen tina tienen  je ra rq u ía  
supra legal en  todos los casos, po r e jem plo  en el C onvenio  N °: 10 de la  OIT, 
C onven io  169 de la  O IT  o la  C onvención  de B elem  D o Para, en tre o tros y  
constituc ional en algunos, la  C onvención  rec ien tem en te  elevada a Jerarqu ía  
C o nstituc ional sobre los D erechos de las P ersonas con D iscapacidad , la  C on- 1
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vención  sobre los D erechos del N iño , la C onvención  In teram ericana de D ere­
chos H um anos, la CEDAW , conform e los ines. 22 y  24 del art. 75 de la  CN. A l 
tra ta rse  de un  acto com plejo  federal, su  ob ligato riedad  es insoslayable y, en 
consecuencia , an te el m enoscabo  de los m ism os, la herram ien ta  p rocesal para  
h acer v a le r su operativ idad , es la  acción de am paro  p rev ista  en el art. 43 de la 
C onstitución  N acional y  en  las 24 C onstituciones P rovinciales y  de C iudad  A u­
tó n o m a de B uenos A ires. Tam bién lo han  sido las A cciones D eclara tivas o de 
M era  C erteza  y  las A cciones A utosatisfac tivas, com o en la  P rov incia  de C o ­
rrien tes. D esde 1993 en  la  C onstitución  de la  P rov incia  de C orrien tes, en  el 
entonces art. 184, se estableció que la efectiva protección inm ediata y  expeditiva 
de estos derechos deb ía  canalizarse p rocesalm ente p o r v ía  de A cción  de A m ­
paro. E l actual C ódigo C ivil y  C om ercial de la  N ación  los m enciona expresa­
m ente e inclusive au toriza su reclam o a  trav és  del M inisterio  Público , dando 
leg itim ación  procesal a  sus funcionarios.
Es fundam ental reco rdar que la C arta  D em ocrática  In teram ericana apro ­
b ada p o r los E stados m iem bros de la  O E A  durante la Sesión E x traord inaria  de 
la  A sam blea  G eneral que se llevó a  cabo el 11 de S eptiem bre de 2001 en  L im a 
Perú , en  cum plim iento  de lo acordado en  Q uebec, C anadá en  el m es de A bril 
del m ism o año  en el m arco de la III C um bre de las A m éricas p ara  la  afirm ación  
del sistem a dem ocrático  de gobierno y  reafirm ar el com prom iso  asum ido  en  ta l 
sen tido  p o r los países m iem bros, con  la  partic ipación  ac tiva de la R epúb lica  
A rgentina, contem pla en  el art. 13, en  fo rm a exp resa  que la “p rom oción  y  o b ­
servancia  de los derechos económ icos sociales y  cu lturales (D E SC ) son con ­
sustanciales al desarro llo  in tegral, al crecim iento  económ ico con equidad  y a  la 
conso lidación  de la D em ocracia  en  los E stados del hem isferio” .
L a ap licación  del P rincip io  de C onvencionalidad  en  el D erecho A rgentino, 
tra jo  consigo el C ontrol Jud icial de C onvencionalidad  po r parte de los ju eces  
nacionales y  provinciales, dado  nuestro  sistem a d ifuso  de contro l ju d ic ia l de 
constitucionalidad. Los prim eros fallos en  tá l sentido fueron dictados po r ju eces  
p rovincia les, en  tanto  son los ju eces  que, ap licando  el derecho com ún, están  en 
c o n ta c to  d ire c to  co n  u n  m a y o r n ú m e ro  de  p e rso n a s  y  d e b e n  re s o lv e r  
co tid ianam ente cuestiones relacionadas a  los D erechos H um anos con m ás fre­
cuencia  que los ju eces  federales: cuestiones de fam ilia; acceso  a  la  educación; 
v io lencia  de género; privaciones de libertad; derecho a  la salud; libertad  de 
expresión; debido proceso; derecho  a  una v iv ienda digna; m ovilidad  de ju b ila ­
ciones y  pensiones; etc. E n  la  V I C onferencia  N acional de Jueces ce lebrada en
M ar del P lata- A rgen tina  los d ías 2 y  3 de O ctubre en  el Panel sobre F o rta lec i­
m ien to  de la  Independenc ia  del P oder Judicial, el Señor P residen te  del Superior 
T ribunal de C haco , Dr. R olando  Toledo, dem ostró  estad ísticam ente que an te la 
Ju stic ia  O rdinaria , de P rov incia  y  de la C iudad  A u tónom a de B uenos A ires se 
sustancia  el 95%  de las causas ju d ic ia le s  ac tualm ente en  trám ite  en  la  A rgen ti­
na, m ien tras la  Ju stic ia  Federal, el P oder Jud icial de la N ación  tien e  a  su cargo 
tan  solo el 5% ,2 de ellas.
L uego  de la  re fo rm a constitucional argen tina  de 1994, este  P rincip io  de 
C onvenciona lidad  en  el D erecho  argentino  aparece con  m ás v ig o r y  se e labora 
u n a  im portan te ju risp ru d en c ia  en  tribunales inferiores y  en  la  C orte S uprem a de 
Ju stic ia  de la  N ación .
E stos F allos de la  C orte  S uprem a de Ju stic ia  de la  N ación , que son citados 
m ás adelan te , y  m uchos o tros que po r cuestiones de b revedad  y  espacio  no  se 
m encionan , han  transform ado el S istem a Juríd ico  A rgentino, “a  veces” po r ellos 
m ism os, dada su fuerza  v incu lan te  para, con los tribunales in ferio res y, en  otros 
casos, ob ligando al C ongreso  y  a  las L eg isla tu ras locales al d ictado  de norm as 
o rd inarias que recep ten  el C orpus Iuris del D erecho  In ternacional de los D ere­
chos H um anos en sentido positivo, y a  que los princip ios que lo inspiran  llevaron 
p o r e jem plo  a: adap ta r los criterios de igualdad form al a  u n a  igualdad  real, tu te ­
lar los derechos de las personas m ás vu lnerab les, re fo rza r las garan tías de 
acceso  a  la  Ju risd icción  y  ex ig ir al E stado  el cum plim ien to  de po líticas públicas 
destinadas a  sec tores despro teg idos de la  sociedad.
D esde un punto de v ista valorativo, se avanza hacia un cam bio de paradigm as 
en  el derecho  y  en  la  sociedad, que perm itirá  la  conv ivenc ia  en paz  en  una 
sociedad  m ás ju s ta , m ás to leran te , inclusiva y  equitativa.
D esde el pun to  de v ista  ob jetivo  y  en re lación  a  este  trabajo , h a  m odificado  
la  ta rea  de con tro l de constitucionalidad  a cargo  de los ju eces , qu ienes deben 
ad ecu ar sus sen tenc ias a esos com prom isos in ternacionales a  fin  de ev itar que 
el E stado  N acional incurra en  responsabilidad  in ternacional po r un  lado y, espe­
cialm ente, para que sus fallos se adecúen a  esos estándares de convencionalidad. 
Es decir, que a la  labor de contro l ju d ic ia l de constitucionalidad  se sum a para  los 
operadores ju ríd ico s  en  general y  especialm en te para  los ju ece s , la de contro l 
ju d ic ia l de convencionalidad.
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2. Recepción del Derecho Internacional de los Derechos Humanos En 
el sistem a juríd ico argentino por aplicación del principio de 
convencionalidad
L a recepción  del D erecho  In ternacional de los D erechos H um anos en  el 
sistem a ju ríd ico  argentino, po r ap licación  del princip io  de convencionalidad, ha 
ten ido  m ás de una v ía  o fuente.
2.1. Jurisprudencia nacional
L a C orte Suprem a de la N ación  y  T ribunales inferiores, nacionales y  pro­
vinciales, han  efectuado este C ontro l de C onvencionalidad  aún  an tes de la R e­
fo rm a de 1994, po r lo que, a la fecha, hay  una  im portan te recepción  del D ere­
cho  In ternacional de los D erechos H um anos en la  Ju risp rudencia  A rgentina, a 
través del C ontrol Jud icial de C onvencionalidad.
2.2. Jurisprudencia internacional
T am bién , la  Ju risp ru d e n c ia  y  las O p in io n es C o n su ltiv as  de la  C orte  
In teram ericana de D erechos H um anos, los inform es y  D ictám enes de la  C om i­
sión In teram ericana de D erechos H um anos, las observaciones y  D ictám enes 
de los C om ités de N aciones U nidas han  ten ido  una  d irec ta  y  sign ificativa in­
fluencia  en la transfo rm ación  del derecho  interno. R especto  de la ob ligato rie­
dad  de la aplicación  de las op in iones consultivas, la O C N : 20 es contundente al 
respecto . E sta  Jurisprudencia, en  a lgunos casos, adem ás de ser ap licada po r la 
C orte S uprem a y  o tros T ribunales en  sus fallos, ha  p rovocado  im portan tes re ­
form as legislativas. P o r ejem plo , la  sen tencia  de la  C orte In teram ericana de 
D erechos H um anos del 02/05/08, Serie C N o. 177, en la causa “Eduardo K im m el” 
h a  provocado , en el año 2010, la  re fo rm a del C ódigo P enal en  el C apítu lo  de 
In jurias y  C alum nias. E l nuevo C ódigo C ivil A rgentino  que en trara  en  v igencia  
el 1 de agosto  del p resen te año  (2015), ha  sido fuertem ente in fluenciado  en  su 
redacc ión  po r el D erecho C onvencional.
A dem ás, esa ju risprudencia internacional es citada asiduam ente por la C orte 
S uprem a en  sus fallos, po r ejem plo  en  la causa B adaro  se c ita  el caso  “C inco
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P ension istas vs. P erú” ; en  “M azzeo , L ilio ” se c ita  “A lm onacid  A re llan o ” y 
“T rabajadores C esados del C ongreso  vs. P erú ” .
R ecien tem ente, com o se señaló  antes, fue elevada a  je ra rq u ía  constituc io ­
nal m ed ian te  la L ey  N ° 27044 —B. O. de fecha  22 .12 .2014— la C onvención  de 
los D erechos de las P ersonas con  D iscapacidad  de N aciones U nidas (O N U ) 
p o r in flu jo  de la sen tenc ia  del 31 de agosto  de 2012  d ic tad a  p o r la  C orte 
In teram ericana  de D erechos H um anos en  el caso  F urlan  y  Fam iliares vs. A r­
gen tin a  (E xcepciones P relim inares, Fondo, R eparaciones y  C ostas), donde se 
condenó  a  la R epúb lica  A rgen tina  po r v io lación  de los D erechos a  la in teg ridad  
personal, el goce de garan tías ju d ic ia le s  y  p ro tección  ju d ic ia l, del derecho  a  la 
p rop iedad  y  el acceso  a  la  ju s tic ia  en  re lac ión  con  los derechos del n iño , los 
derechos de las personas con  d iscapacidad  y  el derecho  a  la igualdad, o rdenan ­
do  al E stado  nacional a  p resta r asistencia  m édica, p sico lóg ica  y  g ra tu ita  en 
fo rm a inm ediata, adecuada y  efec tiva  a  la  v íc tim a y  sus fam iliares.
2.3. Informes y  dictámenes de la Comisión Interamericana de Dere­
chos Humanos
L os docum entos em itidos po r la C om isión  son fuente del derecho  en  la 
A rgen tina . P o r c itar solo algunos, los argum entos del caso  N ° 10087 G ustavo  
C a rra n z a —A rgen tina  Inform e N °. 30/97 del 30/09/1997—, son u tilizados en  la 
causa  B ussi y  Patti, aun  sin m encionarlos, el in form e N ° 25/2008 del caso  N °: 
11.732 S ch illiz i M oreno  c /A rg en tin a , tam bién  de la C om isión  In teram ericana  
de D erechos H um anos, p rov o ca  el d ictado  de la A cordada N :26/08  de la C orte  
S uprem a re fe rid a  a las po testades sancionato rias de los tribunales nac iona les 
respecto  de los em pleados ju d ic ia le s  y  los abogados de la  m atrícu la  y  el respeto  
a  la  G aran tía  del D ebido  P roceso  y  así se d ice en el In form e N ° 83/09 cuando 
se ev a lú a  la  responsab ilidad  del E stado  A rgentino .
2.4. Adecuación constitucional
N uestra  C onstitución N acional, en la  R eform a de 1994, h a  insertado cláusu­
las que son el resultado de com prom isos in ternacionales asum idos antes de d icha
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reform a, com o por ejem plo el art. 37: igualdad real de oportunidades entre H om ­
bres y  M ujeres para el goce de los derechos electorales; art. 38: institucionalización 
de Partidos Políticos bajo ciertas pautas dem ocráticas e igualitarias; A rt. 41 pro­
tección de la salud y  m edio am biente; art. 42: D erechos de usuarios y  consum ido­
res; art. 43 tu tela  y  actos jurisdiccionales: A m paro - H abeas C orpus, H abeas 
D ata; art. 75 Inc. 17: D erecho de los Pueblos O riginarios; art. 75 Inc.19 N ueva 
C láusula del P rogreso redactada con criterios equitativos; e inclusivos, art. 75 
Inc. 23 P rotección de los D erechos de niños, n iñas y  adolescentes, m ujeres, an­
cianos, personas con discapacidad, m ujeres em barazadas.
2.5. Adecuación legislativa común
En cum plim iento  de estas norm as constitucionales y  de Pactos y  T ratados 
m encionados en  los incisos 2 2 ,2 3  y  24 del A rt. 75 de la C onstitución  N acional, 
con  m ucho atraso , m ás de 10 años en  algún  caso  y  h asta  15 años en  o tros 
casos, se han  d ictado  algunas leyes. A sí, en  el año  2005, se d ictó  la ley de 
P ro tección  In tegral de los D erechos de las N iñas, N iños y  A dolescen tes N  
°26.061 (B .O . N  °30.767 del 26 /10/2005). En el año  2009, la  L ey  de P ro tección  
In tegral para  Prevenir, S ancionar y  E rrad icar la  V io lencia con tra  las M ujeres 
en  los A m bitos en que D esarro llen  sus R elac iones In terpersonales N  °26.485 
del 14/04/2009 (B .O . 14/04/2009) y  N  ° 26.571 de D em ocratización  de la R e­
presen tación  Política, la T ransparencia y  la E qu idad  E lectoral (B .O . del 14/12/ 
2009) y  la L ey  de Salud M ental N  °26.657 (B .O . 03/12/2010).
3. Aplicación del control de convencionalidad por la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación Argentina
3.1. Sin mencionar expresamente el término Control de Convencio­
nalidad
Sin m en cio n ar exp resam ente el term ino  C on tro l de C onvenciona lidad , la 
C orte  S uprem a de Ju s tic ia  de la  R ep ú b lica  A rg en tin a  ap licó  el P rincip io  de
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C o n v en c io n a lid ad , con ten id o  en  el A rt. 2 de la  C on v en c ió n  A m erican a  de 
D e rech o s  H u m an o s y  los p rin c ip io s  Bona Fide (b u e n a  fe ) y  Pacta Sunt 
Servando  (lo s  p ac to s  debe ser cum p lid o s) de los arts. 26 y  27 de  la  C o n v en ­
c ió n  de V ien a  au n  an tes de la  re fo rm a  co n stitu c io n a l de 1994, p o r e jem plo , en  
el cé leb re  caso  del - 7 /7 1 9 9 2 -  “E k m ed jian  c / S o fo v ich ” donde, en tre  o tras 
cosas, se ex p id ió  p o r la  O p era tiv id ad  p len a  de  los T ra tados sobre D erechos 
H um anos, en  el D erecho  N acional.
C on posterioridad a  la reform a em itió varios fallos referidos a  la aplicación de 
los Tratados en el D erecho Interno, a su jera rqu ía  supralegal y  a la necesidad de 
que estos sean interpretados conform e los principios del D erecho Internacional y  la 
interpretación que de ellos hagan la Corte Interam ericana de Derechos H um anos y  
la C om isión Interam ericana de D erechos H um anos, creadas por el Pacto de San 
José de C osta Rica. Así, pueden citarse algunos de esos prim eros fallos: El 13/10/ 
1994 en “C afés L a Virginia S.A .” (F. 317:1282), se expidió sobre derechos de 
im portación establecidos por el Poder Ejecutivo de m anera violatoria del Tratado de 
M ontevideo de 1980; el 7/4/1995 en “Giroldi Horacio y  Otros”, sobre el art.8, CIDH, 
referido a la doble instancia en m ateria penal, las lim itaciones del recurso de casa­
ción y  la inconstitucionalidad del art. 459 inc. 2 del Código Procesal Penal de la 
N ación; en  “B any , M aría E. c/ A nses” (F. 319:2151), se expidió sobre el derecho a 
la tutela jud icial efectiva; en 1996, en la causa “B ram ajo, H ernán J.” (F. 319:1840), 
referida al régim en legal argentino de la prisión preventiva y  el plazo razonable de 
detención de la Convención Interam ericana de D erechos Hum anos, la Corte aludió 
a  su “jerarquía constitucional”, diciendo adem ás que esa jerarquía ha  sido estableci­
da “en las condiciones de su vigencia” (art. 75 inc. 22, párr. 2o, Constitución N acio­
nal), “esto es tal com o efectivam ente rige en el ám bito internacional y  considerando 
particularm ente su efectiva aplicación jurisprudencial por los tribunales internacio­
nales com petentes para su interpretación y  aplicación” . Sostuvo la Corte Suprema, 
tam bién, que las opiniones de la Com isión Interam ericana de D erechos H um anos 
deben servir de guía para la interpretación de los preceptos de la Convención A m e­
ricana sobre D erechos Hum anos.
M ás ad e lan te , co n so lid an d o  esa  d o c trin a , se c itan , s iem pre  en  fo rm a 
enunciativa, a  m odo de ejem plo: “C antos, Jo sé  M aría” del 28/11/2002, respecto  
de la ta sa  de  ju s tic ia  com o obstácu lo  para  el acceso  a la  ju risd icc ió n , en  razón 
del m onto; “A rancib ia  C lavel” del 24/8/2004, sobre delitos de L esa  H um anidad; 
el caso  “ S im ón, Ju lio  H écto r” del año 2005, sobre los delitos de to rtu ras  y  des­
aparic ión  fo rzada  de personas, com etidos duran te  la ú ltim a d ic tadu ra  m ilitar.
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3.2. Mencionando expresamente el término de control de 
convencionalidad
E l p rim er caso  en  el que la C orte Federal m enciona expresam ente el té r­
m ino  C ontro l de C onvencionalidad , com o la ob ligación  ju d ic ia l de v e la r p o r el 
cum plim iento  de Pactos y  T ratados es en  la causa N° C SJN  2333 X L II “M azzeo, 
Ju lio  L ilo  y  o tros s/ rec. de casación  e inconstituc ionalidad  A nulac ión  de los 
indu ltos” , cuando en  el C onsiderando  21 expresa:
Que, por su parte, la Corte Interamericana ha señalado que “es 
consciente que los jueces y  tribunales internos están sujetos al im­
perio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposicio­
nes vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado 
ha ratificado un tratado internacional como la Convención Ameri­
cana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están 
sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplica­
ción de leyes contrarias a su objeto y  fin, y  que desde un inicio 
carecen de efectos jurídicos En otras palabras, el Poder Judicial 
debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre 
las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y  
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, 
el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, interprete ultima de la Convención Americana (CIDH 
Serie C N° 154, Caso “Almonacid”, del 26 de septiembre de2006, 
parágrafo 124).
D e todo  lo expuesto , se puede co nc lu ir que en  un ju ic io  o proceso  ju d ic ia l 
co n c re to , el ju e z  de la  cau sa  d ebe  efec tuar, aun  de  o fic io , el co n tro l de 
convencionalidad, es decir, controlar la adecuación del derecho interno que debe 
aplicar, a  las norm as de la C onvención  A m ericana de D erechos H um anos y  de 
la  in terpre tación  que de e lla  hace la  C orte  In teram ericana de D erechos H um a­
nos, p o r ap licación  del D erecho  de los T ratados y  los princip ios que insp iran  el 
D erecho  In ternacional, especialm ente en  cuanto  se re fieren  a  D erechos H u­
m anos y  debe reso lver no  ap licar el derecho  interno que con trad iga este C orpus 
Iuris del sistem a In teram ericano  de D erechos H um anos.
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Todos los ju ece s , nacionales y  prov incia les, de todos los fueros e instan­
cias, dado  el contro l de constitucionalidad  ju risd icc io n a l d ifuso  que adop ta  la  
A rgen tina , deben  efectuar de oficio , en v irtud  de los casos M ili de P ereyra 
(2001) (F .324:3219) y  B anco  C om ercial de F inanzas (2004) (F 327:3117), el 
con tro l de C onvenciona lidad  de  las norm as que ap lican , adem ás del contro l de 
constitucionalidad.
4. Modificaciones del sistema jurídico argentino a través de los fallos 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación aplicando el control de 
convencionalidad
L a C orte  S uprem a de Ju stic ia  de la N ación  y  los T ribunales locales o p ro ­
v incia les, e fectuando  este C on tro l de C onvencionalidad  h a  producido , a  través 
de su ju risp rudenc ia , im portan tes m odificac iones en  el S istem a Ju ríd ico  A rgen­
tino , adaptándolo  al S istem a In teram ericano  de D erechos H um anos. Se citan  a 
continuación , a lgunos fa llos destacados po r esa  condición , re feridos en  este 
caso, exclusivam ente a los D erechos Económ icos, Sociales y  C ulturales (D ESC).
4.1. Movilidad de las prestaciones previsionales. Pensionados y  jubi­
lados
E n  “ S án ch ez , M aría  de l C arm en  c / A n ses  s/ re a ju s te s  v a r io s” (F. 328: 
1602), se p ro n u n c ió  p o r m ay o ría  a  fa v o r de  la  m o v ilid ad  de los h ab e res  
p re v is io n a le s  (e ra  u n a  p en sió n ), co n fo rm e  v a r ia c io n e s  d e l ín d ice  g en e ra l de 
re m u n e ra c io n e s . D e ja  de  lad o  e l p re c e d e n te  d e  “ C h o co b a r , S ix to ” (F. 
3 1 9 :3 2 4 1 ) q u e  h ab ía  co n g e la d o  la  m o v ilid a d  p re v is io n a l c o n sa g rad a  en  el 
a rt. 14 b is  3 e r p á rra fo  de  la  C o n s titu c ió n  N a c io n a l. Se fu n d a  en  el art. 14 
B is  C o n s titu c ió n  N a c io n a l q u e  p re v é  ju b ila c io n e s  y  p en s io n es  m ó v ile s  y  en  
e l a rt. 75 inc. 23 que im p o n e  a l co n g re so  ac c io n es  p o s itiv a s  q u e  ase g u ren  el 
e je rc ic io  y  g o ce  de  d e rech o s  fu n d a m e n ta le s , la  ig u a ld ad  re a l de o p o rtu n id a ­
d es  y  de tra to  y  el p len o  g o ce  y  e je rc ic io  de  lo s  d e rech o s  re co n o c id o s  en  
e lla  y  p o r los T ra tad o s  In te rn ac io n a le s  re sp ec to  de  los an c ia n o s , y  T ra tad o s 
In te rn a c io n a le s  v ig en te s  q u e  o b lig a n  a a d o p ta r  m ed id as  p a ra  la  a p lica c ió n
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p ro g res iv a  de los D e rech o s H um anos. F o rta lece  la  v ig e n c ia  del p rin c ip io  de 
p ro g re s iv id a d  (art. 26  C o n v en c ió n  A m eric an a  so b re  D e rech o s  H u m an o s). 
D ice  la  C orte , que e s ta s  n o rm as de  je ra rq u ía  co n s titu c io n a l son  in co m p a ti­
b les  con  d isp o sic io n es  que  es tab lecen  la  inm o v ilid ad  a b so lu ta  de los b e n e fi­
c io s p o r un  térm ino  incierto . C ita  la  ju risp ru d en c ia  de la  C orte  In te ram erican a  
de  D e rech o s  H u m an o s -C in co  P e n s io n is ta s  c. P erú - 2 0 0 3 -0 2 -2 8 . “B ad aro , 
A d o lfo  V a len tín  c /A n s e s ” del 8 de  A g o sto  de 2006  (B ad a ro  I) (F. 3 2 9 :3 0 8 4 ) 
la  C o rte  d e tec to  la  o m isió n  leg is la tiv a  in co n stitu c io n a l de ajustar, p o r  m o v i­
lidad, un  h aber prev isional. Se abstuvo  de d ic tar la  dec isión  ju d ic ia l sup leto ria  
de esa  o m is ió n  y  d isp u so  co m u n ica r al C o n g reso  N a c io n a l y  a l P o d e r E je ­
c u tiv o  N a c io n a l el co n ten id o  de la  se n ten c ia  a  fin  de que , en  un  p lazo  ra z o ­
n ab le , se ad o p ten  las m ed id as  ad e cu ad a s  p ara  e fe c tu a r  las c o rrec c io n es  
n ec esa ria s . “B ad aro  I I” de l 26  de n o v iem b re  de 2007  (F. 330: 4 8 6 6 ) al 
tra n sc u rr ir  un lap so  de m ás de 15 m eses  sin  que los ó rg an o s  p o lítico s  d ic ta ­
ran  las  n o rm as o re g la s  n ec esa r ia s  p a ra  a ten d e r la  p e tic ió n  de re a ju s te , 
ac la ran d o  que el p rim e r fa llo  fue p rec iso  al d e ta lla r  la  o m is ió n  le g is la tiv a  y 
e l d añ o  cau sad o , en  fo rm a  u n án im e , d ec la ró  la  in co n s titu c io n a lid a d  d e l art. 
7 inc. 2° de  la  ley  24 .463  y  d isp u so  la  ac tu a liz ac ió n  y  p ag o  re tro a c tiv o  de 
h ab e re s  p rev is io n a le s . In s is tió  en  la  n ec es id ad  del d ic tad o  de u n a  ley  que  
ase g u re  en  fo rm a  p e rm an en te  la  m o v ilid ad  de ju b ila c io n e s  y  p en s io n es . El 
C o n g reso  N a c io n a l, fin a lm en te , d ic tó  la  ley  2 6 417  (B .O . de l 1 6 /10 /2008), 
cu e s tio n a d a  d esd e  su sanc ió n . E s p re ced e n te  en  am b o s caso s el fa llo  d e  la  
C o rte  In te ram eric an a  de D e rech o s  H u m an o s “ C in co  P e n s io n is ta s  c. P e rú ” 
del 2 8 /0 2 /2 0 0 3 , au n q u e  no  se c ita  en  el tex to  del fa llo . “ Itzco v ich , M ab e l c / 
A n ses  s/ rea ju s te s  v a r io s” del añ o  2005  (F. 3 2 8 :5 6 6 ), se d ec la ró  la  in c o n s ­
titu c io n a lid a d  del art. 19 de la  ley  24463 de S o lid a rid ad  P rev is io n a l q u e  e s ­
ta b le c e  el re cu rso  o rd in a rio  de a p e la c ió n  co n tra  las sen ten c ias  d e f in itiv a s  
de la  C ám ara  F ed era l de la  S eg u rid ad  S ocial. L a  C o rte  invoco  la  n ec es id ad  
de s im p lifica r y  de  p o n e r lím ites tem p o ra le s  a la  d ec is ió n  fin a l en  las co n tro ­
v e rs ia s  de ín d o le  p re v is io n a l, re sp e tan d o  así los p rin c ip io s  que re su lta n  de 
C o n v en c io n e s  In te rn ac io n a le s  y  que tien en  re co n o c im ien to  c o n s titu c io n a l 
com o  la C o n v en c ió n  A m eric an a  sob re  D e rech o s  H u m an o s, en  el art. 25, 
c itó  la  sen ten c ia  de  la  C orte  In te ram erican a , en  el caso  “ L as P a lm era s” , 
se n ten c ia  del 6 de d ic iem b re  de 2001 , S erie  C . N °  90, p á rra fo  58 y  p o s te ­
rio res . T am bién  se inv o caro n  razo n es b io ló g icas  y  eco n ó m icas de  los ju b i la ­
d os y  p en sio n ad o s . A lu d e  al p rin c ip io  de C o n v en c io n a lid ad .
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4.2. Indultos presidenciales
E n la causa  “M azzeo, Ju lio  L ilo  y  o tros s/ recurso  de casación  e inconstitu - 
c ionalidad” (F. 330: 3248) del 13/7/2007. C on fundam ento  en los arts. 18; 3 1;75 
inciso  22 ,99  in c .5 °y  118 de la  C onstitución  N acional; 1,8.4 y  25 de la  C onven­
ción  A m erican a  de D erechos H um anos y  14.7 del P acto  In ternacional de D e­
rechos C iv iles y  P olíticos y  con  c ita  de la  sen tencia  de la  C orte  In teram ericana 
de D erechos H um anos del 26 de sep tiem bre de  2006, en  “A lm onacid  A rellano  
vs. C h ile” , la C orte  declaró  la  nu lidad  de los Indultos del P residen te  M enem  
dispuestos p o r D ecreto  N° 1002/89.
4.3. Libertad de expresión y  publicidad oficial
E n au tos “E d ito ria l R ío  N egro  SA c / P rov incia  de N euquén  s/ A cción  de 
A m paro” , se d ictaron  dos fallos. E l p rim ero  está  reg istrado  en  (F. 330:3908) y  
el segundo deciso rio  d ictado  (F. 3 3 1 :2237) en  la  m ism a causa. E l p rim er fallo , 
es d ictado  p o r la  C orte S uprem a de Ju stic ia  de la  N ación  en  ejercicio  de co m ­
petenc ia  o rig inaria , el 5 /9 /2007, para  p reservar la  libertad  de expresión, re ite rar 
su im portancia  y  trascendenc ia  en  los sistem as dem ocráticos y  aden trarse  en  el 
tem a del m anejo  p o r el E stado  de la  pub lic idad  o ficia l com o fo rm a de censura 
indirecta . E n  el c ita  la O pin ión  C onsu ltiva (O C ) 5/85 sobre “C o leg iación  O b li­
g ato ria  de P eriod istas” y  las sen tencias de la  C orte  In teram ericana de D ere­
chos H um anos d ictadas en  las causas “L a  U ltim a ten tac ión  de C risto” (O lm edo 
B ustos y  o tro s)” ; “C aso Iv ch er B ronste in” ; “C aso  H errera  U llo a  vs. C osta  
R ica” ; tod as de la C orte In teram ericana de D erechos H um anos. En el segundo 
fallo  del 14/10/2008, la  C orte in tim ó a  la p rov incia  de R ío  N egro , para  que en  el 
peren torio  plazo de 15 días, presente el esquem a de distribución de la publicidad 
oficial que im pone el fallo, bajo apercibim iento de aplicar m edidas conm inatorias.
4.4. Libertad de asociación sindical
En au tos “A sociación  de T rabajadores del E stado  c / M in isterio  de T raba­
jo ” , R esu e lta  po r unan im idad  de vo tan tes el 11/11/2008 (F. 3 3 1 :2499), la  corte 
S uprem a de Ju stic ia  de la  N ación  declaró  la inconstituc ionalidad  del art. 41 inc.
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a) de la  ley 23551, B .O . que im pone la  afiliación com pulsiva, po r v io lar el dere­
cho  a la  libertad  de asociación  sind ical am parada por el art. 14 b is de la  C ons­
tituc ión  N acional y  Pactos In ternacionales, al ex ig ir la  afiliación a  la  respectiva 
asociación  sindical con  personería  g rem ial y  ser eleg idos en  com icios convoca­
dos p o r ésta (C onsid . 9). C ita  el C onvenio  87 de la OIT, la labor de dos órganos 
de contro l internacional de la OIT: el C om ité de L ibertad  Sindical y  la  C om isión 
de E x p erto s  en  A p licac ió n  de C o n v en io s  y  R eco m en d ac io n es  de  la  O IT  
(C onsid . 8o) y  el art. 23 de la D eclaración  U niversal de los D erechos H um anos. 
R eafirm a la doctrina  del caso  “O uton” del 29 /3/1967 (F .267:215).
4.5. Facultades sancionatorias del poder judicial
En el caso “H oracio  A níbal Schillizzi M oreno” C aso 11732 de la C om isión  
In teram ericana de D erechos H um anos, donde se p rodujeron  los In fo rm es 25/ 
2008 y  83/09; se responsab ilizó  a  A rgen tina  po r haber v io lado  los derechos del 
señor Schillizzi a  la p rotección y  a  las garantías jud iciales, de los artícu los 8 y  25 
de la C onvención, en  relación con los térm inos del artículo 1.1 de la m ism a. Ello 
p rovoca el d ictado  de la A cordada N ° 26/08 po r parte  de la C orte S uprem a que 
encom endó a  la C ám ara N acional de C asación Penal y  a  las C ám aras N acio ­
n a le s  y  F ed era les  de  A p e la c io n es  que , en  e l uso  de sus a tr ib u c io n e s  de 
superin tendencia delegada po r esa  C orte, adopten  las p rev isiones reg lam enta­
rias necesarias a fin  de que éstas se realicen  en  arm onía  con  el respeto  del 
deb ido  proceso adjetivo , garan tizado  por la C onstitución N acional y  las norm as 
in ternacionales sobre derechos hum anos con  je ra rq u ía  constitucional (artícu lo  
75 Inc. 22) de la C onstitución  N acional).
4.6. Cuestiones políticas no justiciables
En el inform e N° 30/97 del caso 10.087 “G ustavo C arranza-A rgen tina” del 
30 /09/1997, la  C om isión  In teram ericana de D erechos H um anos consideró  que 
el E stado  A rgentino  v io ló  los arts. 8 y  25, en re lación  con  el A rt. 1.1 de la 
C onvención  A m ericana, al im pedir una  decisión  ju d ic ia l acerca de su destitu ­
ción  com o Juez de la P rov incia  de C hubut, m ediante un  D ecreto  del G obierno
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M ilita r en  1976, p o r ap licación  de la  D oc trin a  de las C uestiones P o líticas N o 
Justic iab les y  deb ía  indem nizarlo . L a  C om isión  consideró  que se lim itó el acce­
so a  la  ju risd icc ió n  indebidam ente.
4.7. Acceso a la salud y  otros derechos fundamentales
E n los casos “R eynoso” (F. 329:1638); “A sociación  de E sclerosis M últip le 
de S alta” (F. 326:4931); “A sociación  B enghalensis” (F. 323:1339), se a lega  la  
v io lación  de los arts.33 y  75 inciso 22 de la C onstitución N acional; X I y  X V II de 
la  D ec la rac ió n  A m ericana  de los D erechos y  D eberes del H om bre; 25.1 de la 
D eclarac ión  U niversal de D erechos H um anos; 2, 5.1, 11.1, 19, 26 y  29 c. de la 
C o nvención  A m ericana  sobre D erechos H um anos; 2.1, 2 .2 y  12 del P acto  In ­
te rn ac io n a l de D erechos E conóm icos Sociales y  C ulturales. E l y a  citado  caso  
F urlan  de la  C orte  In teram ericana de D erechos H um anos, referido  en tre o tros 
al D erecho a  la  salud y  asistencia m éd ica gra tu ita  de las personas discapacitadas, 
del 31/08/2012.
- Extranjeros. Igualdad en el acceso a cargos públicos: E n  “C alvo  y  
Pesini, R ocío” (F. 321: 194); “H ooft, Pedro C .” (F. 327:5118); “M antecón Valdés 
F.” (F .3 3 1:1715); “G ottschau , E velyn  P ” (F. 329:2986), la  C orte  declaró  la in- 
constituc ionalidad  de norm as constitucionales y  legales que requerían  la nacio ­
nalidad  natu ra l para  el acceso  a cargos púb licos p o r v io lato rias de los arts. 16 y  
20  de la  C onstitución  N acional, art. 23 y  29, inc. b, de la C onvención  A m ericana 
sobre D erechos H um anos (P acto  de San José  de C osta  R ica) y  5.2 y  25 del 
Pacto  In ternacional de D erechos C iviles y  Políticos, que estab lecen  derechos y  
d icen  que n ing u n a  d isposic ión  de esa C onvención  puede ser in terp re tada  en  el 
sen tido  de “ lim itar el goce y  ejercicio  de cualqu ier derecho o libertad  que pueda 
estar reconocido  de acuerdo  con  las leyes de cualqu iera  de los E stados P ar­
te s” . Se invocan  los P rincip ios de p rog resiv idad  y  P ro  - H om ine.
4.8. Competencia originaria y  exclusiva de la Corte Suprema
E l c a s o  m á s  c u r io s o  r e f e r id o  a  la  in f lu e n c ia  d e  la  D e c la r a c ió n  
In teram ericana  de los D erechos H um anos en  el derecho  in terno  es el de la
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delegación  de la  com petencia  o rig inaria  y  exclusiva del art. 117 de la  C onstitu ­
ción N acional que hace la C orte  Suprem a de Justic ia  de la N ación , a  fin  de 
adecuar el derecho in terno al D erecho  In ternacional de los D erechos H um anos 
y  asegurar, en el caso, el derecho  al recurso  consagrado  en el art. 8 .2h de la 
C onvención  A m erican a  de D erechos H um anos. Lo vem os en los casos de 
D iplom áticos Extranjeros, donde la Corte delega la instrucción del sum ario  has­
ta  la declarac ión  de im putado en el Juzgado  de Instrucción  y  C orreccional F e­
deral de tum o. (F. 325:1152), com o lo h iciera en las causas “G eorqy, Todua y  
Taboada H oracio” (J. A. Tom o 2006 II, Pág.107); “G rygoriev, D m ytro  s /A rt. 
94 C.P.” . S.C. G. 1232, L .X L II-J.O .; R osenfeld  Z angilev itch , M aya H aya s/ 
lesiones cu lposas” (S .C . R. 529, L .X L II) reg istro  de la  C orte S uprem a de Jus­
tic ia  de la N ación.
4.9. Internaciones psiquiátricas coactivas
E n las casusas “C ano” del 27 /12/05; “T uffano” (F. 328:4832, F. 331:1336 
respectivam ente), se ap lica  el docum ento  de N aciones U nidas denom inado 
“P rincip ios P ara  la P ro tección  de los E nferm os M entales y  el M ejoram ien to  de 
la A tención  D e Salud M ental”, aprobado  por R esolución  46/119 de la A sam blea 
G eneral de las N aciones U nidas, D ocum entos O fic ia les de la  A sam blea  G ene­
ral, cuadragésim o sexto período  de sesiones, Suplem ento  A /46/49  -1991-n° 49 
anexo en 188-192, docum ento  de las N aciones U nidas, tom ados en cuen ta  com o 
fundam ento  en  el caso  “V ícto r R osario  C ongo v. E cuador” (Inform e 63/99 de 
la  C om isión  In teram ericana de D erechos H um anos, C aso 11.427, Ecuador, del 
13 de abril de 1999, Párr. 54) p recisan  el estatu to  básico  de los derechos y  
garan tías p rocesales de las personas presuntam ente afectadas po r trastornos 
m entales, enunciándose, en tre o tros, la designación  de un defensor para  que lo 
asista  y  represente , la  obtención  de un d ictam en independien te sobre la posib le 
en ferm edad  m ental, detención  p o r un  período breve y  en tanto  sea  la  opción  
m enos restric tiva, ju s tific ad a  so lam ente cuando ex ista  un  riesgo  g rave de daño 
inm ediato  o inm inente para  esa  persona o para  terceros. En todos los casos, los 
m otivos de la  adm isión  y  la re tención  se com unicarán  sin  tardanza  al pacien te  y  
al órgano de revisión (Principio 16, adm isión involuntaria), quien deberá exam i­
n ar a  la persona « lo  antes posib le» , decisión  que podrá  ser ape lada  an te un 
tribunal superior (P rincip io  17, ó rgano  de revisión). Sostiene la  C orte que ante
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el estado  de vu lnerab ilidad , im potencia  y  abandono de estos sujetos, deben  ase­
gurarse  las garan tías del deb ido  proceso  del art. 8 de la  C onvención  A m erica­
na. L a  ju risp ru d en c ia  p rov o ca  el d ictado  de la ley 26657 (B .O . 3 /12 /2010), la 
que, en  su artícu lo  2° dice:
Se consideran parte integrante de la presente ley los Principios de 
Naciones Unidas para  la Protección de los Enfermos M entales y  
para  el M ejoramiento de la Atención de Salud M ental, adoptado 
por la Asamblea General en su Resolución 46/119 de las Organiza­
ciones Unidas del 17 de diciembre de 1991. Asimismo, la Declara­
ción de Caracas de la Organización Panamericana de la Salud y  de 
la Organización M undial de la Salud, para la Reestructuración de 
la Atención Psiquiátrica dentro de los Sistemas Locales de Salud, 
del 14 de noviembre de 1990, y  los Principios de Brasilia Rectores; 
para el Desarrollo de la Atención en Salud Mental en las Américas, 
del 9 de noviembre de 1990, se consideran instrumentos de orienta­
ción para  la planificación de políticas públicas.
4.10. Derechos electorales
a) Acceso a bancas legislativas. En la causa “B ussi” (F. 330:3160), re­
ferida a  la a tribución  que el art. 64, I o parte de la  C onstitución  N acional 
confiere  a  la  C ám ara  en  el C ongreso  - C ám ara  de D iputados, se a lude 
a  la fuerza v incu lan te  de las op in iones de la C om isión  In teram ericana y  
a  los fa llos de la  C orte  In teram ericana. Se citan  T ratados de rango 
constitucional, com o infraconstitucionales pero supralegales. Y  “P atti” , 
donde se aplican  iguales argum entos (L .L . O n L ine A R /JU R /43 0/2008).
b) Postulación de procesados no condenados a cargos electivos. En 
la  causa  “R om ero  F eris” (F. 324: 3143), consideró  la  C orte  que los 
p rocesados con  p risión  p reven tiva  conservan  el derecho  a  ser e leg idos 
p ara  el desem peño de cargos púb licos, y a  que m an tienen  su estado  de 
inocencia  (art. 23.1 .b) y  2, C onvención  A m ericana  sobre D erechos 
H um anos), p o r lo que declaró  inconstituc ionales los arts. 53 y  57 de la  
C onstitución  de C orrien tes y  3o inc. d) del C ódigo  E lec toral L ocal, que 
inhab ilitan  a  los procesados con  prisión  p reven tiva p ara  ser e lec to res y  
cand idatos en los com icios provinciales.
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c) Sufragio de procesados no condenados privados de libertad. E  n 
la causa “M ignone, Em ilio” (L. L. O n Line A R /JU R /121 /2002), la CSJN  
declaró  la  inconstituc ional del art. 3 o Inc. d) del C ód. E lec to ral N ac io ­
nal en cuanto  inhab ilita  p ara  sufragar a  los p rocesados con prisión  p re­
ven tiva  dentro  de las cárce les nacionales, pues tales su jetos m antienen  
su estado  de inocencia  al no  haber recaído  sen tencia  ju d ic ia l fírm e en 
el proceso  penal (art. 23.1 .b) y  2, C onvención  A m ericana  sobre D ere­
chos H um anos), provocó  la  refo rm a del C ódigo  E lec toral N acional in­
corporando el A rt. 3 bis que garan tiza  este derecho.
4.11. Derecho a gozar de un ambiente sano:
H ay num erosos precedentes ju risprudenciales en m ateria de m edio am bien­
te  iniciadas por uno de los afectados, pudiendo citarse aún antes de la  R eform a de 
1994, en  prim er térm ino  la causa “K attán, A . E. c/ P.E.N.” , resuelta por el Juez 
Federal en lo C ontencioso A dm inistrativo en 1983 prohibiendo la caza de las 
toninas overas, una  especie m arina en  extinción (L.L. 1983 -  D -575), “B arran­
cos” en Salta -  J. A . 1990 -  IV  -  42. A m bas de Tribunales inferiores.
“C hristou”, de la C orte S uprem a de Justic ia  de la  N ación  (F .308:155) en 
1982, al m es de sancionada la re fo rm a de la C onstitución , la  C ám ara C onten­
c iosa  A dm in istra tiva  Federal d ispuso  la nu lidad  de la  licitación destinada a la 
construcción  de una  p lan ta  de residuos peligrosos en el Partido  de 3 de Febrero  
en  una  causa  in iciada p o r un  vec ino  de la localidad, el Sr. Juan  S chroeder (E .D . 
160-346), tam bién  la causa “A lm ada el C apetro  S .A .” (L .L . B -A  1996 -  43) 
in iciada po r vecinos para im pedir el ven teo  de m ateria l cancerígeno.
El caso  em blem ático  en  la  m ateria  es ciertam ente “M endoza, B eatriz  y 
o tros c/  E stado N acional” de la  C orte  Suprem a de Ju stic ia  de la N ación  (L .L . 
2006- F-355). E l 20 de ju n io  del año  2006 la C orte S uprem a de Justic ia  de la 
N ación  resuelve acoger una parte del reclam o de d iecisie te  vecinos de la cuen­
ca  de los ríos M atanza-R iachuelo , el que p lan teaba la ex istencia  de daño  am ­
biental co lectivo , d isponiendo  un  p lan  integral de saneam iento . R em itió  a  la 
com petencia  de los ju ece s  de los dom icilios de cad a  dam nificado  el reclam o 
individual po r afectac ión  de la  salud. E n  el territo rio  afectado  residen  m ás de 
tres m illones de personas. Se adm itió  la in tervención del defenso r del Pueblo  y 
de algunas A sociaciones com o Terceros in teresados, en  los térm inos del A rt.
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90 del C PC yC N . Se incluyeron  estud ios técn icos y  se rea lizaron  audiencias 
púb licas. Se so lic itaron  inform es acerca  del avance de las ta reas de sanea­
m ien to . E l 8 de ju lio  de 2008 , en  un fallo  inédito , la C orte  no  solo ordenó  a  los 
tres estados que com parten  el conflicto : N ación , C iudad  A u tó n o m a de B uenos 
A ires y  P rov incia  de B uenos A ires, la  pu esta  en  m arch a  del p lan  sino  que 
d ispuso que las cuarenta y  cuatro em presas privadas dem andadas im plem entaran 
m e d id a s  d e  sa n e a m ie n to  y  u n a  se r ie  de  s a n c io n e s  q u e  re c a e r ía n  en  la  
A C U M A R : A utoridad  de C uenca  M atanza  R iachuelo , en te  in terju risd iccional 
de derecho  público , creado  en  nov iem bre de 2006 p o r la  L ey  N acional N ° 
26 .168 , a  la que han  adherido  las L eg isla tu ras de la P rov incia  de B uenos A ires 
y  de la  C iudad  A u tó n o m a de B uenos A ires, que a rticu la  el P lan  In tegral de 
S aneam ien to  A m bien tal de la  C uenca M atanza  R iachuelo  (P ISA ) .D os años 
después, en  A gosto  de 2010  la C orte vo lv ió  a  firm ar una ex ten sa  reso lución  en 
la  que d ispone acelera r las tareas de lim pieza y  m u lta r a  los funcionarios p úb li­
cos que no cum plieran  con  el plan, so licitar inform e a  la  A udito ria  G eneral de  la 
N ac ió n  y  p ed ir op in ión  al D efensor del P ueblo  de la  N ación . E n  m arzo  de este 
año  la  C orte  convoco  a  u n a  nueva aud ienc ia  púb lica  p ara  escuchar cuales ha­
b ían  sido  los avances. S iendo  insuficien tes los resu ltados, convoco  a una  nueva 
aud ienc ia  p ara  el d ía I o de ju n io . Tam bién se d ispuso  rea liza r u n a  inspección  a 
los lugares afectados po r la  contam inación .
4.12. Derecho a la Información en los servicios públicos
U n caso in teresan te que hab ilitaba  a  todos los usuarios a  consu ltar las 
conclusiones de la D irección  N acional de A eronavegab ilidad  sobre el estado  de 
las C om pañías A éreas del 26 /09/2006 es el A m paro  p rom ovido  po r R icardo  
M onner Sans c/ la  F uerza  A érea  A rgen tina  (F: 329:4066).
4.13. Derechos de los pueblos indígenas
E n la  causa “C om unidad  Ind ígena E ben  E zer c/ P rov incia  de Salta  - M in is­
terio  de  E m pleo  y  la P roducc ión” (F. 331:2110), la  C orte  S uprem a de Ju stic ia  
de la  N ac ió n  se expid ió  p o r el “p leno  acceso  a  la  ju risd icc ió n  de am paro” de
172 Martha Helia A ltabe de Lértora
una com unidad indígena que im pugnaba la  ley provincial N ° 7274, po r la que se 
desafectaban  tierras de una reserva  natura l y  se au to rizaba al P oder E jecutivo  
a venderlas, p o r v io lato ria  del art. 14.3 del C onvenio  169 de la O IT  que obliga a 
los Estados parte a  institu ir p rocedim ientos adecuados para  las re iv indicaciones 
de tierras de los pueb los orig inarios. E l 18 de sep tiem bre de 2007 al reso lver 
u n a  dem anda con tra  la P rov incia  del C haco y  el E stado  N acional a  favor de las 
poblaciones ind ígenas - to b a s -  (F. 330:4134) in iciada p o r el D efensor del P ue­
blo  de la N ación , la  C orte, en  p leno  reconoció  im plícitam ente la  legitim ación 
p rocesal del m ism o para  petic ionar la asistencia  m édica, sanitaria , hab itacional 
y  alim entaria  de sus integrantes.
4.14. El derecho a la participación y  la consulta de comunidades 
indígenas. Derecho a la tierra
R esulta fundam ental el im pacto que en la ju risp rudencia  h a  tenido la D ecla­
ración de  N aciones U nidas sobre los D erechos de los Pueblos Indígenas y  Tribales 
de 2007, de cuya redacción, que dem ando 20 años, participaron activam ente las 
com unidades indígenas. P reviam ente esta influencia la tuvo el C onvenio 169 de 
la OIT. Entre m uchos otros puede citarse el fallo de la Corte Suprem a que consi­
deró que no se respetó la instrum entación del derecho de participación y  de la 
consulta, que prevé el C onvenio 169 de la O IT  aprobado por Ley N acional N°: 
24.071, de las C om unidades Indígenas en C hubut, y  dejó sin efecto la sentencia 
que rechazó un am paro dirigido a  im pugnar una resolución adm inistrativa que 
adjudicaba tierras que pertenecían  a  un cem enterio  de la com unidad aborigen 
local. El M áxim o Tribunal del país dejó sin efecto el fallo dictado en la causa 
“Pilquim an, C recencio c/ Instituto A utárquico de C olonización y  Fom ento Rural 
s/ acción de am paro”, por considerar que no se respetó  el derecho de consulta a 
los pueblos originarios. L a acción fue prom ovida por P ilquim an, com o m iem bro 
de la C om unidad A borigen Lagunita Salada, G orro Frigio y  C erro B ayopara que 
se garantizara a  la com unidad el derecho a  la participación indígena en los asun­
tos que le conciernen, principalm ente, respecto del territorio  y  los recursos natu­
rales. Tam bién pid ió  que se declarara la nulidad de una resolución del Instituto 
A utárquico de C olonización y  Fom ento Rural (IA C ) de C hubut, po r la que se 
adjudicó en venta a  una persona una  superficie aproxim ada de 2500 hectáreas 
ubicadas en un terreno en el que se encuentra un  cem enterio  de la com unidad, se
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hab ía  tom ado razón de la declaratoria de herederos del señor V ictorino P ilquim an 
y  se hab ía  aprobado la cesión de derechos realizada por d ichos herederos a favor 
del adquirente. En el año  2014, el Superior Tribunal de C haco se pronunció  en 
igual sentido en la causa: Superior T ribunal de Justicia -  P oder Judicial de la 
P rovincia  de C haco-Expte. N °: 12098/12-2-C  Leiva, José E leuterio; Leiva, H ugo 
A lberto ; Leiva, V alentina B eatriz Y  Leiva, A licia R osana S /A cción de A m paro 
Sentencia N° 265-14 SN° 265 /
4.15. Derecho al agua potable
E n la causa K .42.X L IX  “K ersich, Juan  G abriel y  o tros c / A guas B onaeren­
ses y  otros s/ am paro” , la  C orte, con la firm a de los m inistros Lorenzetti, H ighton, 
F ay t y  M aqueda, se expidió  acerca de la  im portancia del acceso  al agua potable 
en un  ju ic io  donde se detectaron  niveles de arsénico que ponían  en  riesgo la  salud 
de la  población del partido de 9 de Julio, P rovincia de B uenos A ires.
4.16. El derecho de las mujeres a vivir una vida sin violencia
E ste  D erecho  C onsagrado  en  la  C onvención  de B elem  D o Para, tuvo  su 
p len a  ap licación  en  la  causa  “L N P -C haco-A rgen tina” del C om ité  de D erechos 
H um anos de N aciones U nidas, C om unicación  N °: 1610/08. E l 25 de m ayo de 
2007, el C om ité de A m érica  L a tin a  y  el C aribe para  la  D efensa  de los D ere­
chos de las M ujeres (C L A D E M ) y  el Institu to  de G énero , D erecho  y  D esarro ­
llo (IN SG E N A R ), p resen taron  una com unicación  ind iv idual an te el C om ité  de 
D erechos H um anos de N aciones U nidas. E n  la m ism a, se dem andaba al E sta ­
do A rgen tino  en nom bre  de LNP, una jo v e n  chaqueña de 15 años del pueblo  
Q om , que h ab ía  sufrido  u n a  v io lac ión  sexual que quedó im pune. El reclam o 
p rincipa l era po r la  n ega tiva  de  ju s tic ia , y a  que  la  jo v e n  no  hab ía  contado  con  la 
d efensa  adecuada, ni con  traducción  p ara  tes tim on iar en  el ju ic io . A dem ás, en 
el p roceso  no  se em pleó la  deb id a  d iligencia  p ara  investigar el caso. Se investi­
gó a  la  v íc tim a a  través de p roced im ien tos que p rovocaron  su rev ic tim ización . 
F ina lm en te  la sen tenc ia  con ten ía  num erosos estereo tipos d iscrim inato rios y  
conc luyó  dejando  lib res de cu lpa  a  los tres  varones denunciados. A l año  si-
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guíente, el 29 de agosto , a  pedido  de las peticionarias, se convoca a  una reunión 
po r parte de la D irección  de D erechos H um anos de la  cancille ría  argentina, en 
la  que partic iparon  represen tan tes del gobierno del C haco  y  de la S ecretaría  de 
D erechos H um anos de la N ación , adem ás de L N P  y  su padre. C om o resultado 
del encuentro  se lab ra  un  ac ta  con los acuerdos tom ados que inclu ían  la  repara­
ción personal p ara  L N P y  u n a  serie de m edidas p ara  garan tizar la no repetición  
de casos sim ilares. L as m ed idas reparatorias com enzaron  a  im plem entarse a  
partir del año 2009, dos años an tes que el C om ité em itie ra  su d ictam en  final.
E l C om ité  consideró  que se hab ían  v io lado  los A rts. 2 , 3 , 7 , 1 4  inciso  1,17,  
24 y  26 del P acto  In ternacional de D erechos C iv iles y  Políticos.
4.17. El derecho a la educación en condiciones de igualdad
En fallo unánim e, el 19/9/2000 la Corte Suprem a avaló el ingreso de estudian­
tes m ujeres en  el Colegio N acional de M onserrat de Córdoba, hasta 1997 exclusi­
vam ente de varones. A l rechazar la acción de am paro uno de los m inistros de la 
Corte, Enrique Petracchi, sostuvo: “Tengo la tranquila sospecha de que existen 
quienes añoran el pasado y  rechazan la radical igualación de la m ujer y  el hom bre 
en  cuanto al goce de los derechos hum anos y  las libertades fundam entales” .
4.18. El derecho a una vivienda digna
U n a m ujer en  situación  de calle , que reside  en  la  C iudad  de  B uenos A ires 
desde el año 2000, inició-una acción de am paro  con el objeto de que el G obierno 
local la  incluya, ju n to  con  su h ijo  m enor que su fre  u n a  d iscapacidad  m otriz, 
visual, aud itiva y  social producida po r una encefa lopatía  crónica, en  los p rogra­
m as en  m ateria  de v iv ienda y  le p roporcionara alguna alternativa para  sa lir de 
la situación en la  que se encontraba. E l T ribunal Superior de la C iudad revocó la 
sen tencia  que h izo  lugar a la  acción, según lo decid ido  en  su p receden te  “A lb a  
Q uin tana” -1 2 /0 5 /2 0 1 0 ; L L O -. C ontra ese pronunciam ien to  la ac to ra  in terpu­
so recurso  ex traord inario  federal, el que, denegado, d io  lugar a  la  queja. L a  
C orte Suprem a de Justic ia  de la N ación  el 24/4/2012, ordenó que la  dem andada 
garan tice el derecho  de la  reclam ante.
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Sostuvo  la  C orte que  Los derechos fundam entales -c o m o  es el caso  del 
derecho  a  la  v iv ienda d ig n a -  que consagran  ob ligaciones de h acer a  cargo  del 
E stado  tienen  las sigu ien tes características:
1) N o  son m eras declarac iones, sino  norm as ju ríd ica s  operativas con  vo ­
cación  de efectiv idad;
2) E sa  operativ idad  tiene un  carác te r derivado  - n o  d ire c ta -  en la m ed ida  
en  que se consagran  ob ligaciones de h acer a ca rgo  del E stado  y
3) E stán  sujetas al contro l de razonab ilidad  p o r p arte  del P oder Judicial.
5. El caso del Código Civil argentino
E l 1 de agosto de 2015 entró en v igencia  el nuevo C ódigo  C ivil y  C om ercial 
A rgen tino  aprobado  po r L ey 26.994 (B .O .N °: 32.985 del 8 /10/2014), que un ifi­
ca  los an tiguos C ódigos, de C om ercio  y  C iv il A rgentinos. E ste código  con tiene 
un  m andato  expreso  en  el artícu lo  2 del tex to  aprobado, d irig ido  a  los operado ­
res ju ríd ico s , a  fin  de que al in terpre tarlo  se tengan  en  cuen ta  “las disposicio­
nes que surgen de los tratados de Derechos Humanos”. Es d ec ir que en 
u n a  ley o rd inaria , se ex ige el con tro l ju d ic ia l de convencionalidad . E s esto  
sobreabundan te , dado  que  el o rden  de p re lación  de leyes federa les se halla  
estab lec ido  en  los ines. 22 y  24 del art. 75 de la  C onstituc ión  N acional y, en 
todos los casos, los T ratados en  G eneral y  las N orm as de ellos derivadas, tienen  
je ra rq u ía  supralegal. A hora, no  obstan te su sobreabundancia , es ta  cláusu la  con­
v ierte  al contro l de constitucionalidad  en  insoslayable, en ineludible.
A dem ás todo  el C ódigo  está  im pregnado del D erecho  C onvencional. En 
efecto , en  fo rm a exp resa  se han  subsum ido  en  este C ód igo  todos los P rincip ios 
del D erecho  In tem aeionál de los D erechos H um anos, en  térm inos de in terp re­
tación , com o toda  no rm a ord inaria  del D erecho A rgentino que así no  lo indicare, 
p o r el p rinc ip io  de C onvencionalidad  y  se han  inclu ido  en  su letra, todos los 
T ratados, Pactos y  C onvenciones enum erados en  el art. 75 Inc. 22 de la  C ons­
titu c ió n  N acional A rgen tina , m ás la  C onvención  sobre L os D erechos de las 
P ersonas con  D iscapacidad , e levada a  je ra rq u ía  constitucional po r el C ongreso  
de la  N ac ió n  (ra tificada  po r A rgen tina m edian te la L ey  N ° 26378 y  dec la rada  
con  je ra rq u ía  constitucional m ed ian te  L ey  27044).
En conclusión: E n nuestro  país, la  R epúb lica  A rgen tina , a  partir de la 
ap e rtu ra  dem ocrática  en  1983 y  de m odo m ás exped itivo , a  partir de la  re fo rm a
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constitucional de 1994, a  través del C ontrol Jud icial de C onvencionalidad  se 
v ienen  p roduciendo  grandes m odificaciones en  el D erecho  que tienden  a  lograr 
la  reparación  y  am pliación  de los derechos de todos los seres hum anos y  espe­
cialm ente de los g rupos vu lnerables. D urante los ú ltim os años, en tre  los avan­
ces m ás sign ificativos se pueden  destacar: L a m odificación  del C ódigo C ivil y  
de num erosos Códigos de Procedim iento; la  L ey de M atrim onio Igualitario  (Ley 
26618) la L ey  de creación  del P rogram a N acional de E ducación  sexual In tegral 
(L ey  26150); la  L ey  para  la errad icación  de la v io lencia  con tra  las m ujeres 
(26485); la L ey  de D erecho  a la  P ro tección  de la Salud M ental, (26657); así 
com o la sanción de la L ey  de Identidad  de G énero (26743) la y a  c itada  C onven­
ción  sobre los D erechos de las Personas con  D iscapacidad  (ratificada po r A r­
gen tina m ed ian te  la  L ey  N ° 26378 y  declarada con  je ra rq u ía  constitucional 
m edian te L ey  27044) y  se h a lla  en  d iscusión  la  ra tificación  de la  C onvención 
In teram ericana sobre D erechos H um anos de las P ersonas M ayores, ya  han 
sido  fo rm ulados desde la persp ec tiv a  de derechos hum anos y  en  térm inos 
antidiscrim inatorios.
A  partir del reconocim iento efectivo de todos los derechos fundam entales en 
sede jud icial, de la  elaboración de políticas antidiscrim inatorias activas y  de un  
com prom iso del E stado N acional con una perspectiva integral de derechos hu­
m anos, la A rgentina se dirige a establecer un m arco m ás am plio de inclusión, de 
la m ano de la p rom oción de un cam bio cultural necesario para com batir en  form a 
estructural las fuentes de la d iscrim inación y  constru ir una sociedad con  m ayores 
espacios de representación, reconocim iento y  participación ciudadana.
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1.1. Para abrirse camino y  permanecer
S ea que aplique sus saberes en el ám bito  privado  o em presarial, sea  que lo  
haga  en  el ám bito  público  o un iversitario  p ropiam ente dicho, el becario  es un 
investigador en potencia  cuando da sus prim eros pasos p ara  ap robar el P lan  
de la  B eca de Pre G rado; y  u n  potente investigador cuando llega al tram o 
avanzado  de su B eca de P erfeccionam ien to  y  consigue, po r ejem plo , la tan  
ansiada  m ovilidad  in ternacional. E n  las dos situaciones tiene claro  que su tarea 
será in v estig ar... Pero  el p rim er desafío  es: ¿C óm o se define cabalm ente esa 
ta rea  en  el m undo de hoy?
E m pecem os po r el concepto . L a  palab ra  investigar deriva  del vocab lo  lati­
no vestigium, que sign ifica  segu ir las huellas o las p istas que iba dejando  la 
p lan ta  del pie; y  con  posterio ridad  se hace ex tensiva al seguim iento  de cual­
qu ier objeto. E n  algunas lenguas, com o el inglés (re search) o el ca ta lán  (re­
cerca) la voz conserva el sentido  insisten te de búsqueda, de reto  in telectual 
para  encon trar la  causa de un  p rob lem a y  sus posib ilidades de superación. Im ­
p lica  averiguar, buscar, indagar;4 aunque no de cualqu ier m odo, sino con  cierta 
actitud que la  c iencia  denom ina m etodo lóg ica.5
A ctualm ente en  nuestra  activ idad  hay  suficiente consenso  en considerar 
que la  investigación es una tarea de indagación sistém ica y  sostenida, p lan ifica­
d a  y  a u to c r ític a , que  se h a lla  so m e tid a  a la  p o n d e rac ió n  p ú b lica  y  a  la  
con trastación  em pírica. Es au tocrítica  porque se opone a  la  privacidad  y  la 
au to justificación  y  requ iere  estar ab ierta  al escru tin io  de o tras personas. Es 
sistém ica porque im plica intencionalidad, conciencia y  organización. Es p lanifi­
cad a  porque reco lec ta  in form ación  y  la  p rocesa en  etapas seriadas y  con tro la­
d as . E s so s te n id a  p o rq u e  p re c is a  o b te n e r  re s p u e s ta s  c o h e re n te s  a  lo s  
in terrogantes que d ieron origen y  ju s tifica ro n  el inicio de la investigación .6
C om o m arco referencial, es altam ente m otivadora la reflex ión  de las es­
cuelas de pedagogía  de la  investigación  norteam ericanas que sostienen  una
4 Conf. Gimeno Sacristán, J. (2010), Saberes e incertidumbres sobre el currículum, Ma­
drid: Morata, pág. 529.
5 Conf. Klimovsky, G. (2001), Las desventuras del conocimiento científico (5a edic.), 
Buenos Aires: A-Z, pág. 21.
6 Creemos que esta idea de la investigación es ya suficiente argumento para justificar la 
desde la perspectiva de la experiencia. Conf. Contreras, J., y Pérez de Lara, N. (2010), Investi­
gar la experiencia educativa, Madrid: Morata, pág. 21.
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tesis  m uy  am plia, afirm ando  que en  lo esencial, la  investigación  parte  de un 
estado  m ental, de u n a  ac titud  am able y  de b ienven ida  al cam bio , que com pro ­
m ete a  un a  m en te a  reso lver problem as, en  con traste  con  o tra  que se con fo rm a 
con  lo estab lec ido .7
L a  investigación  en  C iencias S ociales, que es la  que nos convoca, busca  
apo rta r respuestas a  los p roblem as de la sociedad  desde  su p ráctica, po r lo que 
la  ta rea  investiga tiva  debe p resta r aquí especial a tenc ión  a  los pun tos de v ista  
de las personas invo lucradas.8 E llo  hace que debam os p lan team o s en  p rim er 
lugar, cóm o acced er a  esos pun tos de v ista, po rque sabem os que so lam ente lo 
que nos afec ta  p roduce  en  noso tros au tén tico  in terés; y  es ese in terés el que 
perc iben  las personas con  quienes en tram os en  re lac ión .9
Lo expuesto  n os llevar a conc lu ir el punto , sosten iendo  que n uestra  fuente 
de in terés para  ing resar com o investigadores ju ríd ico s  al cam ino  de form ación  
en  la  ta rea  de investigación  dentro  del ám bito  de la U N N E , es el R eg lam ento  de 
B ecas In ternas; d escrip to  en  la Sección I del A nexo  de la  R eso lución  N ° 589/ 
13 C .S. E sto  expresado  en  lenguaje de investigador, im plica afirm ar que el 
m encionado  R eg lam en to  se convierte  a  partir de aho ra  y  duran te  to d o  el d esa­
rro llo  del artícu lo , en  n uestra  U n idad  de A nálisis  (U A ).10
2. La Resolución N° 589/13 C.S. y su Anexo: Reglamento de Becas de 
Investigación
P ara abo rdarla  es preciso , com o p rim era  m edida, va lo ra r el m étodo  m ás 
adecuado . S abem os p o r nuestra  p rop ia  p rác tica  que  el m ás generalizado  en el 
m undo ju ríd ico , el que co tid ianam ente se usa, m ás a llá  de los ac tua lizados d is­
7 Conf. Shagoury, R., y Miller, B. (2010), El arte de la indagación en el aula, Manual para  
docentes investigadores, Barcelona: Gedisa, pág. 46.
8 Conf. Ander Egg, E. (2005), Cómo elaborar un proyecto  (18a edic.), Buenos Aires: 
Lumen, pág. 9.
9 Conf. De la Mota, Carme (2009), La investigación en Humanidades, Madrid: Biblioteca 
Nueva, pág. 267.
10 La reso lución  m encionada puede consultarse en el sitio  web de la UNNE  
[www.unne.edu.ar] (18-06-2015).
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cursos en su co n tra ,11 es el m étodo  descrip tivo , que consiste  en  exam inar 
exegéticam ente, artículo  p o r artícu lo , a  veces acom pañado de un  breve com en­
tario  o una in terpretación  argum entativa, hecha de m anera  aislada o tam bién  en 
re lación , en tre  varias partes de la  norm a.
A unque es el m ás usado, preferim os descartarlo porque partim os del su­
puesto lógico que nuestros jó v en es estudiantes, o audiencia receptora en  térm i­
nos de H aberm as,1 2 leen norm alm ente e interpretan correctam ente los textos, 
salvo en  aquellos casos que presenten una  com plejidad técn ica y  por esa  razón 
precisen de una aclaración del m ismo tenor. Por lo tanto, limitar la actividad cognitiva 
a la lectura a v iva voz de lo que está frente a  los ojos de todos, es a  nuestro m odo 
de ver, poco estim ulante y  un tanto  desolador para quien pretende iniciarse en 
esta senda, que para colm o de dificultad, es relativam ente poco conocida.
E s aquí cuando decid im os h acer uso  del p rim er derecho  que tiene todo 
investigador en  la re lación  con  su ob jeto  a  investigar y  es: eleg ir el m étodo. 
E ntonces op tam os po r el conocido  com o deliberación , o m ás precisam ente, 
m étodo  deliberativo .13
P a ra  los que rec ién  se in ic ian , es te  m éto d o  de  in v es tig ac ió n , q u e  es 
aristo télico , consiste en  reflexionar, en solitario  o en  grupo, acerca del cam ino 
m ás certero  para  conocer la  verdad  del objeto  a  investigar: en este caso , nu es­
tra  R esolución  N ° 589/13 C .S. U N N E.
A ristó teles lo denom ina actitud reflexiva, y  lo p resen ta  com o una ac tiv i­
dad  siem pre contingente, conjetural y  estim ativa o de p onderación .14
E n consecuencia , deliberadam ente y  para  esta ocasión , vam os a  seleccio ­
n ar dos variab les que consideram os cruciales de la  R eso lución  bajo  análisis y  
son: la  M otivación  de las becas y  la C ategorización  de las becas.
11 Conf. Ciuro Caldani, M. A. (2008), Metodología Jurídica y  Lecciones de Historia de la 
Filosofía del Derecho, Rosario: Zeus, pág. 18.
12 Conf. Habermas, J. (2005), F acticidady Validez (4a edic.), Madrid: Trotta, pág. 363.
13 Conf. Alvarez Gardiol, A. (2004), Lecciones de Epistemología. Algunas cuestiones 
epistemológicas de las Ciencias Jurídicas, Santa Fe: UNL, pág. 27.
14 Conf. Alvarez Gardiol, A. (2010), Filosofía del Derecho, Santa Fe: Juris, pág. 55.
